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n la última década han sido
muchas las democracias, que
han emprendido reformas cons-

titucionales o bien se han dotado de
una nueva Constitución. En todos los
casos, europeos y latinoamericanos, ha
sido bajo la presión y exigencias de los
Ejecutivos, Presidentes y Gobernantes,
que los procesos constitucionales han
tenido lugar en función de nuevas exi-
gencias gubernamentales, ya sea por
obra de Asambleas Constituyentes o
mayorías parlamentarias. En cualquier
caso, estaríamos en presencia de un

ajuste constitucional, que en Ecuador
tuvo ya su precedente en la Consti-
tución de 1998, y en el cual se habría
cifrado un cambio de sociedad (la
“revolución ciudadana”, según el slo-
gan análogo al de la “revolución boliva-
riana” venezolano).

Hay que partir del presupuesto, que
estaríamos asistiendo hoy a la constata-
ción terminal de lo que ya hace más de
un siglo había pronosticado la crítica
marxista de la democracia burguesa o
democracia formal: “¿cómo integrar las
poblaciones inferiores por su nivel eco-

Paradojas políticas e institucionales 
del Constitucionalismo*

J. Sánchez Parga**

Son muchas y muy diversas las democracias actuales, que han recurrido a reformas constitu-
cionales más o menos grandes. Un rasgo común a todas ellas es el reforzamiento de los pode-
res gobernantes en detrimento de los poderes legislativos y de la representación ciudadana.
Tanto la Constitución de 1998, en razón de una mayor gobernabilidad, como la nueva
Constitución de 2008, para garantizar la revolución ciudadana, comparten esta misma orien-
tación. Sin embargo ¿qué eficacia democrática puede tener una Constitución sin instituciones
capaces de ponerla en práctica? ¿O son los poderes extraordinarios atribuidos al Ejecutivo, los
que pueden compensar la falta de mediaciones institucionales? Que “el poder esté en la
Constitución” podría inducir al Gobernante a confundir su ejercicio del poder con la misma
Constitución. 

E

* Traducción y actualización de un texto anterior (junio 2008) presentado al CETRI, Alternative Sud,
Louvain-la-Neuve, con el título Contradictions Politiques et Institucionales du Constitutionalisme (agos-
to 2008).
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nómico y social en una nación fundada
sobre el principio de la igualdad políti-
ca y jurídica?… la igualdad jurídica y
política no puede compensar las bruta-
les desigualdades del orden económico
ni real ni simbólicamente”1. Hoy sabe-
mos más bien que esa democracia tan
formal y de mercado ha servido exacta-
mente para todo lo contrario de lo que
se hubiera podido esperar de ella: agra-
vamiento de las diferencias socio-eco-
nómicas y radicalización de las des-
igualdades socio-políticas.

Los actuales procesos por los que
atraviesan las democracias en todo el
mundo, y los fenómenos que de mane-
ra particular caracterizan muchas de
ellas, no son ajenos al real y profundo
fracaso de la democracia en la actual
sociedad de mercado, o a las tortuosas
inviabilidades de lo que se ha denomi-
nado “democracias de mercado”. Tales
fracasos democráticos, perversiones y
deslegitimación de la democracia han
adoptado modalidades muy diversas
según las regiones y los países. Pero
algo evidente en todo el mundo, en par-
ticular en América Latina y concreta-
mente en Ecuador, es que la democracia
del ajuste estructural, de la dominación
neoliberal, de la sociedad de mercado
lejos de reducir las diferencias econó-
micas ha servido para aumentar las des-
igualdades y violencias sociales junto
con la concentración y acumulación de
riqueza. A esto muy específicamente ha
servido – más que el ajuste económico
– el ajuste democrático. A este último

corresponden actualmente los nuevos
ajustes constitucionales. 

No al margen de este contexto gene-
ral, sino en el centro de su problemática
se inscribe la actual coyuntura constitu-
cionalista en Ecuador, en otros países
latinoamericanos e incluso europeos.
Lo que en unos y otros países ha sido
diferente son las orientaciones de las
reformas constitucionales. 

A una tendencia generalizada en
todas las democracias modernas de
reforzar los poderes del Ejecutivo en
detrimento de los Legislativos y
Judiciales (e incluso Constitucionales) se
ha asociado un fortalecimiento aún
mayor de los poderes Presidenciales (en
las democracias no-parlamentarias). A
tal reforzamiento han contribuido en
muchos casos las recientes reformas
constitucionales. Pero un caso particular
de este fenómeno son las nuevas
Constituciones – o Asambleas Constitu-
cionales – emprendidas por los gobier-
nos de Chávez, Morales y Correa, cuyo
objetivo – más allá de la mencionada
concentración y acumulación de pode-
res presidenciales – es dotarse de un
nuevo marco jurídico, político e institu-
cional, que además de una reforma del
Estado permita un radical reordenamien-
to de las políticas gubernamentales. 

Esta suerte de “empoderamiento
constitucional”, entendido como la
forma de reforzarse y legitimarse un
gobierno, sostenido por un “movimien-
tismo constitucionalista” desde la
misma sociedad civil, responde en los
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tres países latinoamericanos no sólo a
un proyecto de gobierno, que en cierto
modo subvierta casi dos décadas de
políticas neoliberales, sino también a
compensar un profundo déficit institu-
cional y en particular de aquellas insti-
tuciones democráticas de la representa-
ción política. De hecho, la Asamblea
Constituyente, elegida para redactar
una nueva Constitución, apareció legi-
timando un nuevo representativismo
político, según el cual los políticos se
candidatizan y son elegidos por consi-
derarse representativos de quienes
piensan como ellos y tienen sus mismas
posiciones políticas; a diferencia de la
representación política, según la cual
los representantes representaban deter-
minadas fuerzas sociales e intereses
colectivos, o al menos los de sus elec-
tores2. También el mencionado consti-
tucionalismo contradeciría o atenuaría
en parte los populismos nacionalistas,
que se achacan a los actuales gobier-
nos, criticando que tal vía popular
nacionalista no puede ser una solución
para los países latinoamericanos, cuan-
do las otras soluciones impuestas
durante las dos últimas décadas (ajuste,
privatizaciones, endeudamiento, inver-
sión extranjera…) lejos de solucionar
agravaron tales problemas. El presente
estudio tratará de analizar críticamente
este constitucionalismo en el particular
caso ecuatoriano.

“Dificultades”, “incertidumbres” y
“peligros” del reto constitucionalista

El Presidente Correa, su actual
gobierno, todo el movimiento constitu-
cionalista que surgió con su campaña
electoral y se ha ido consolidando en
torno a la Asamblea constituyente, junto
con gran parte de la opinión pública
nacional, quizás no hayan tomado ple-
namente conciencia de lo que implican
las ambiciosas reformas constituciona-
les e institucionales puestas en juego.
De estos riesgos y retos políticos, pro-
pios de toda gran transformación institu-
cional, advertía ya Maquiavelo: “nada
hay más difícil de tratar, ni más incierto
de conseguir, ni más peligroso de mane-
jar, que ponerse al frente para introducir
nuevos órdenes institucionales”3. 

La razón principal del grave desafío,
que supone esta vehemente voluntad de
transformación constitucional, es el
excesivo poder requerido para llevarla a
cabo. Tal concentración y acumulación
de poder en una sola persona es absolu-
tamente necesaria no sólo para enfren-
tar las “dificultades”, “incertidumbres” y
“peligros” de una mutación del ordena-
miento constitucional sino también por-
que “quienes quieren ejercer un pode-
río absoluto… deberán renovarlo todo”.
No otro es el precio a pagar, cuando
“nada proporciona mayor mérito políti-
co que hacer nuevas leyes e institucio-
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nes”4. Ahora bien, en un contexto
democrático todo aumento, concentra-
ción y acumulación de poder no se
lleva a cabo sino es a costa de las otras
fuerzas sociales y de los otros poderes
políticos, y sobre todo a costa del refor-
zamiento de los contrapoderes. Lo cual
acarrea siempre mayores riesgos y peo-
res conflictos.

De otro lado, cuanto mayor es el
poder, las fuerzas e intereses investidos
en las grandes transformaciones institu-
cionales, tanto más se reforzarán las
resistencias y confrontaciones a tales
cambios. Esto significa, en primer lugar,
no tanto ignorar y evitar los conflictos
cuanto no subestimarlos; y en segundo
lugar, conseguir nuevas y mayores fuer-
zas en los mismos cambios instituciona-
les. En otras palabras, se necesita un
excedente de poder tanto para destruir
viejas instituciones y sus ordenamientos
como para crear otras nuevas.

Ahora bien, la masa de normativi-
dad constitucionalista requerida para
destruir el anterior ordenamiento socio-
político y económico, implementado
por las fuerzas e intereses neoliberales,
y para reorientar la sociedad y el Estado
ecuatoriano hacia un desarrollo post-
neoliberal, puede resultar tan pesada,
que aplaste las ya frágiles y precarias
condiciones y capacidades de institu-
cionalidad del país. Resultado de ello
sería la instalación de un enorme arte-
facto jurídico-constitucional, cuya
superestructura se encuentre totalmente
desfasada de las reales estructuras de la
sociedad ecuatoriana.

Finalmente el extraordinario poder
concentrado y acumulado, requerido
para emprender reformas constituciona-
les por parte de un Ejecutivo, única-
mente se justifica para llevar a cabo
tales reformas e innovaciones, pero no
para ejercerlo en otras actividades, para
otros fines, ya sea al margen de tales ins-
tituciones o bien instrumentalizándolas;
de lo contrario dicho ejercicio excesivo
del poder no sólo tenderá a deslegiti-
marse sino que además podría volverse
en contra del mismo gobernante en la
forma de contra-poderes.

Aunque la sociedad ecuatoriana y
sus instituciones políticas no habrían
cambiado tanto en los diez últimos
años, como para merecer una nueva
Constitución muy diferente de la elabo-
rada en 1998, lo que sí se ha modifica-
do radicalmente es la instrumentaliza-
ción que se hizo de aquella Constitu-
ción, y la del 2008: en ambos casos la
Constitución fue utilizada para imprimir
una determinada orientación al Estado,
a las políticas de gobierno y a la misma
sociedad. Es pues el cambio de orienta-
ción, lo que haría necesaria la nueva
instrumentalización de la Constitución.
En otras palabras, es la relación política
respecto de la Constitución lo que se ha
transformado. Aunque lo que de hecho
está en juego es una doble versión y tra-
tamiento políticos de lo que significa y
hace una Constitución. Mientras que la
de 1998 fue una Constitución - balance,
que consolidaba una década de refor-
mas y políticas neoliberales, la que se
pretende actualmente se presenta como
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una Constitución – programa, que no
sólo rectifique casi dos décadas de
dominación neoliberal, sino que sobre
todo imprima una nueva orientación
más social o socialista a las instituciones
del Estado y a las políticas gubernamen-
tales5.

La actual coyuntura nos pone en
presencia no sólo de dos modelos de
constitucionalismo, sino sobre todo de
dos concepciones del sistema político y
de la misma formación de la sociedad
nacional: ya que una cosa es constituir
lo ya instituido en la sociedad y en su
sistema político, y otra cosa muy dife-
rente es poder llegar a institucionalizar
una Constitución. Resulta entre ambi-
cioso e ilusorio, a la vez que representa
un enorme desafío, el optar en el
Ecuador actual por esta última versión y
tratamiento constitucionalistas, cuando
el gran déficit y fracaso histórico del
régimen democrático ecuatoriano ha
sido la precariedad institucional tan
generalizada en el ámbito político
como en el social; en términos más pre-
cisos la incapacidad de institucionalizar
procesos sociales y políticos. 

No hay que olvidar hoy el fuerte
coyunturalismo político, que influyó no
sólo en la Constitución de 1978, pro-
ducto de un pacto impuesto por la tran-
sición democrática, y en la Constitución
de 1998, producto también del pacto no
menos impuesto por una gobernabili-
dad tan ideológica e influida por coer-
ciones externas y transnacionales como
por los intereses económicos y fuerzas

neoliberales dominantes en ese enton-
ces sobre la sociedad ecuatoriana. Así
también la Constitución del 2008 estu-
vo dominada por una voluntad y pro-
mesas de cambio, por un proyecto con-
tra-neoliberal, y ha sido en función de
estas expectativas y proyectos de trans-
formación, que se podrían legitimar
todas las destrucciones institucionales
producidas por la nueva Constitución. 

Ahora bien, tal “transformación
constitucional” sólo a posteriori podría
justificarse, si realmente da lugar a rea-
les cambios económicos y políticos en
la sociedad ecuatoriana; pero si lo que
de hecho implementa el Gobierno son
políticas más reformistas que transfor-
madoras, dicha ingeniería constitucio-
nal sólo habría servido para reforzar los
poderes presidenciales y gubernamenta-
les, y no para efectuar supuestas trans-
formaciones. Lo que terminaría por
generar profundas frustraciones políti-
cas, llevando a un extremo todavía
mayor la actual deslegitimación de la
democracia. Tal ineficiente acumula-
ción y concentración de poder, que no
consigue reales transformaciones, pue-
den dar lugar a un síndrome político
muy característico de los actuales
Ejecutivos y Presidentes democráticos,
cuyos poderes quedan atrapados entre
el desgaste y el despilfarro. 

Estos planteamientos además de
explicar el actual proceso constitucio-
nalista, las tensiones y conflictos en
torno a él, permitiría desarmar ciertas
críticas, que reprochan al actual consti-

ECUADOR DEBATE / TEMA CENTRAL 81

5 Sobre este doble modelo de Constitución, que en realidad corresponde a un doble modelo de sistema
político cfr. Guiseppe de Vergottini, art. “Constitución”, en N. Bobbio et al. Diccionario de Política,
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tucionalismo de “nominalista” y “feti-
chista”, ya que en lugar de producir una
Constitución que refleje la realidad polí-
tica e institucional del país, más bien se
pretende atribuir a la Constitución el
poder crear un modelo de sociedad, un
orden institucional y una cultura políti-
ca y ciudadana, que realmente no exis-
ten. Una tal pretensión implicaría no
sólo abrir una brecha entre la realidad y
sus ideales, sino sobre todo invertir la
causalidad política, que en lugar de
actuar desde la sociedad y sus institu-
ciones hacia la Constitución, presupone
quizás demasiado ilusoriamente que es
la Constitución y desde ella, que sería
posible producir una nueva sociedad e
institucionalidad política.

En este sentido, se ignora que la
Constitución “no inventa o promueve de
manera voluntarista un orden de liber-
tad. Da una nueva forma política al
orden de libertad en el que ya vive” una
sociedad6. En otras palabras, la normati-
vidad de la Constitución no puede ser
considerada ni tratada como algo exte-
rior a la misma sociedad y su sistema
político, puesto que “la Constitución, en
efecto, es la misma estructura de una
comunidad política organizada, aquel
orden necesario que deriva de la desig-
nación de un poder soberano y de los
órganos que lo ejercen”7. Si por ello,
“una Constitución es inmanente a una
sociedad cualquiera” (según el mismo
Matteucci), es preciso reconocer que es
la sociedad la que hace la Constitución y
no la Constitución que hace la sociedad. 

Formulado en otros términos, lo que
en la actual coyuntura parece contrapo-
nerse es, de un lado, un voluntarismo
constitucionalista, promotor de impor-
tantes transformaciones políticas, y de
otro lado, una realidad institucional,
que limitaría y hasta frenaría tales cam-
bios. Ante situación tan paradójica el
proyecto constitucionalista, que en
lugar de superabundar o agotarse en
grandes declaraciones y enunciados de
principios, debería centrarse en refor-
mas institucionales, de tal manera que
éstas pudieran operar como mediacio-
nes efectivas de los posibles cambios
constitucionales. Aunque puede ocurrir
también algo políticamente más equivo-
cado y contraproducente: que los idea-
les e idearios constitucionales, sus fines
y objetivos, lejos de servirse de las insti-
tuciones democráticas como medios
para alcanzar aquellos, las transgredan
y perviertan con la finalidad de lograr
los objetivos constitucionales. No otra
sería la paradoja institucional del neo-
constitucionalismo: subordinar y sacrifi-
car las instituciones democráticas a
unos ideales constitucionales, que su-
puestamente sólo podrían ser alcanza-
dos por el ejercicio del gobierno y las
políticas gubernamentales del Ejecutivo. 

Cuando las leyes son demasiado dis-
tantes de las prácticas y conductas rea-
les de la sociedad, aquellas se vuelven
incapaces de regular éstas; las leyes por
consiguiente deberían traducir de algu-
na manera las costumbres de una socie-
dad dada, so pena de una total inefica-
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cia o de favorecer una desobediencia
generalizada y constantes transgresio-
nes; es decir un incivismo generalizado.
Sin embargo, bien se podría objetar que
las leyes no son necesarias en una
sociedad, donde ya las costumbres son
eficaces, y que por consiguiente las
leyes sólo tienen por objeto normar e
imponer constreñimientos, allí donde
los hábitos y las costumbres de una
sociedad son insuficientes e ineficientes
para ordenarlas. Ambas posiciones lejos
de excluirse se complementarían,
pudiendo indicar los dos umbrales, en
cuyo interior unas leyes y una constitu-
ción tienen condiciones de posibilidad
para ser efectivas y subsidiarias. En cual-
quier caso, el problema que la actual
Constitución plantea residiría en la
ausencia de reales mediaciones institu-
cionales entre las normas y directrices
constitucionales y los distintos ámbitos
de la realidad social y política. Sin tales
mediaciones institucionales no es posi-
ble lograr un equilibrio entre la legali-
dad constituyente y la normatividad
constituida. 

Contradicciones institucionales del
constitucionalismo

Retomamos el planteamiento ante-
rior: formulado en términos simples,
una Constitución tiene, en su sentido
propio, un objetivo fundamental: consti-
tuir los procesos instituidos en la socie-
dad y su sistema político, garantizando
su validez, impidiendo cualquier tras-
gresión y sobre todo sentando las bases
para ulteriores desarrollos instituciona-
les, ya que define las reglas del juego de
todas las fuerzas y acciones socio-políti-
cas. Más difícil y aleatorio es el objetivo

de instituir lo constituido por una
Asamblea Constituyente en un texto
constitucional; no sólo debido a la dis-
tancia retórica interpelativa que adquie-
ren sus contenidos (sobrecargados de
deber-ser) y las reales condiciones de su
institucionalización, sino también por-
que una tal Constitución habrá de ela-
borarse sobre un proceso de desinstitu-
cionalización. ¿Cómo, por consiguien-
te, establecer un nuevo ordenamiento
constitucional sobre un viejo desorden
institucional? 

Este problema se encontraría agrava-
do por un clima ideológico tan domi-
nante como generalizado, en el que los
intereses, necesidades y reivindicacio-
nes se transforman fácilmente en dere-
chos y son reivindicados como tales;
como si dicha transformación en dere-
chos fuera ya una garantía para la satis-
facción de tales necesidades y reivindi-
caciones. El actual movimiento consti-
tucionalista en parte se inscribe en
dicho clima ideológico e interpelativo, y
en parte prolonga su dinámica: transfor-
mar en derechos constitucionales todos
aquellos intereses y necesidades, expec-
tativas y reivindicaciones, que las insti-
tucionales sociales y políticas han sido
incapaces de satisfacer y cumplir.

De ahí que instituir lo establecido
por una Constitución sólo estaría garan-
tizado en una sociedad y sistema políti-
co con una gran capacidad de institu-
cionalizar sus propios procesos socio-
políticos. Lo que desgraciadamente no
es el caso ecuatoriano.

Al invertir la causalidad entre
Constitución y sociedad e instituciones
políticas, no sólo incurre en una suerte
de fetichismo constitucionalista, según
el cual los enunciados de la Constitu-
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ción tendrían ya por sí mismos efectos
en la sociedad y en sus actores, sino que
sobre todo dispensaría a la misma socie-
dad, sus actores sociales y políticos, a
las instituciones, organismos del Estado
y sus gobernantes la tarea de emprender
y llevar a cabo esa idea o proyecto de
país que llegue a forjarse en una
Constitución. Según esto, la hipertrofia
constitucionalista responde en el fondo
a una atrofia de las instituciones socia-
les y políticas, cuya incapacidad para
producir los cambios se pretendería
compensar y encubrir con una supuesta
eficacia y retórica constitucionalistas,
con poderes más interpelativos que
efectivos. Formulado en términos
opuestos y aún más radicales ¿en qué
medida la hipertrofia constitucionalista
no agrava en mayor grado la atrofia de
las instituciones? 

Tal sería el peor error de un consti-
tucionalismo, que “supone una confian-
za excesiva en los textos constituciona-
les para renovar la sociedad, superar sus
contradicciones, impulsar el progreso y
resolver todos sus problemas”8. El exce-
sivo constitucionalismo, o la necesidad
de incorporar a una Constitución no
sólo demasiada carga legislativa sino
también la mejor imagen que una socie-
dad quiere de sí misma pretendería
compensar o en parte sustituir el déficit
de institucionalidad política, y sobre
todo un creciente defecto de Estado.

Junto con una artificial y excesiva insti-
tucionalización de la política, el feti-
chismo constitucionalista puede acarre-
ar una mayor atrofia institucional, la
cual llegue a resultar tan nefasta para un
gobierno democrático como para la
misma vida política, ya que “un exceso
de institucionalización de la política
puede llegar a ser para la vida democrá-
tica tan contraproducente como la
ausencia de instituciones sólidas”9. 

Tras toda estrategia tendiente a reu-
nir poder legislativo y poder constitu-
cional, de suplantar aquel por éste, y
del Ejecutivo de reunir poder gobernan-
te y poder estatal, poderes políticos y
poderes administrativo-decisionales,
hay que entender un denodado intento
por volver a juntar lo que tanto la domi-
nación económica del mercado como
los gobiernos e ideologías neoliberales
habían separado y distanciado cada vez
más: el poder y la política10.

Esta paradoja resulta tanto más con-
tradictoria en la medida que los efectos
de una Constitución dependen sobre
todo de las instituciones sociales y polí-
ticas de la sociedad, y más aún de
manera muy particular de un Estado efi-
ciente, tanto en la consolidación de sus
instituciones como en sus funciona-
mientos. Así se resalta de nuevo la
misma paradoja: ¿cómo una Constitu-
ción podrá institucionalizar sus conteni-
dos y objetivos, propuestas y proyectos

84 J. SÁNCHEZ PARGA / Paradojas políticas e institucionales del Constitucionalismo

8 Javier del Rey Morató, “Cultura política y Constituciones en América Latina”, en Nueva Sociedad, n.
210, julio – agosto, 2007:9.

9 Fernando Mires, “Estado y política. La lucha por la democracia en América Latina”, Nueva Sociedad,
n. 210, julio-agosto, 2007: 146. 

10 Siempre se podrá objetar que el poder está en todo lugar, local o capilarmente, en forma de fuerzas o
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constitucionales en una sociedad y en
un sistema político ellos mismos tan
incapaces para institucionalizar proce-
sos y procedimientos?

Se ha instaurado una ecuación muy
difícil de resolver: por muy grandes que
sean los poderes atribuidos a la
Constitución, éstos no garantizan ni un
Estado eficiente ni un Gobierno eficaz,
sobre todo cuando el Ejecutivo acumu-
la tantos poderes decisionales y de
intervención en tantos ámbitos de la
realidad socio-política, que incluso lle-
gue a paralizar o atrofiar las facultades
institucionales del Estado. En realidad
ocurre todo lo contrario: una Constitu-
ción no tiene en sí misma poder alguno,
lo que supondría una suerte de fetichis-
mo constitucional; su poder reside en la
capacidad y eficiencia de las institucio-
nes democráticas, para implementar los
contenidos constitucionales, no en las
políticas gubernamentales. Atribuir a
gobiernos y gobernantes la puesta en
práctica de la Constitución en detrimen-
to de las instituciones, hace que
Ejecutivos y Presidentes queden atrapa-
dos por un síndrome gesticulatorio, muy
asociado al activismo, al presencialismo
mediático y decisionismo gubernamen-
tal, que de ninguna manera es sinónimo
de real efectividad11. Este mismo fenó-
meno puede ocurrir en el caso de las
reformas e innovaciones, cuando falta
una equilibrada correspondencia entre
todo lo que se quiere y lo que se puede
renovar; y más aún cuando pueden ser
más efectivos aquellos cambios, que se

realizan sin aparentes innovaciones.
Aun cuando esto implique abdicar de
los réditos políticos, que procuran las
apariencias de los grandes cambios. 

De otro lado, el Constitucionalismo
respondería además a un defecto de
legitimidad gubernamental, y de corres-
pondencia entre la democracia gober-
nante y la democracia gobernada; de tal
manera que la Constitución en lugar de
ser el marco jurídico del ejercicio, del
gobierno y de la relación entre gober-
nantes y gobernados, se convierte en un
instrumento de mediación del gobierno
y de la relación entre ambos; instru-
mento tanto de la gubernamentalidad
del gobernante como de la gobernabili-
dad de los gobernados. Lo cual implica-
ría una constitucionalización y judicia-
lización de la misma política. Formu-
lado en términos muy simples, si por
una parte no se puede gobernar con la
Constitución en la mano, por otra parte
tampoco se puede caer en la tentación
de justificar constitucionalmente todas
las políticas gubernamentales y hasta
programas de gobierno. De esto resulta,
como se ha demostrado en las décadas
neoliberales, que sus políticas nunca
contaron con la suficiente legitimidad.

Ahora bien, lo que en la actualidad
justificaría la instrumentalización gober-
nante de una nueva Constitución, es
que ya la Constitución anterior, que se
pretende abrogar o reformar, había sido
muy instrumentalizada por los gobier-
nos y fuerzas políticas precedentes.
Según esto, la única manera de salir de
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esta espiral (o vaivén) constitucionalista,
consistiría en redefinir un modelo de
Constitución - marco y no seguir repro-
duciendo un modelo de Constitución –
instrumento de gobierno, y que puede
resultar tan efímera como la correlación
de fuerzas que contribuyeron a su gesta-
ción. 

Por consiguiente, el objetado “feti-
chismo constitucionalista” o “nomina-
lismo constitucionalista” (Rey Morató),
según el cual los hechos existirían por el
simple hecho de enunciarlos en la
Constitución, no sería ajeno a un doble
modelo de posible constitucionalismo,
ni a la tensión y conflicto internos a
toda Constitución entre su versión de
principios formales y de principios
materiales: entre el tipo de normativi-
dad que va de la sociedad y del sistema
político hacia la Constitución, para
expresarse en ella, y la normatividad
sostenida y movilizada por fuerzas
sociales y poderes gubernamentales,
que va de la Constitución hacia la socie-
dad y su ordenamiento político.

En el primer caso, de acuerdo a la
versión más jurídica (material), la
Constitución constituye “aquellos prin-
cipios que están a la base del sistema
normativo de todo ordenamiento políti-
co. En tal sentido la Constitución no es
más que la norma de la norma, la cual
enmarca toda producción de leyes y
normas generales, y sobre todo presu-
pone como ya constituido el ordena-
miento socio-político sobre el cual se
basa. En el segundo caso, la Constitu-
ción – programa “expresa de manera
particularmente explícita un sistema
orgánico de directivas a aplicar en
breve, medio o largo plazo” (Matteucci,
1988: 325). Lo que en definitiva decide

la legitimidad y eficacia de una
Constitución es la relación de los gober-
nantes y sus gobiernos respecto de ella;
pero relación necesariamente mediati-
zada por las instituciones democráticas.

Es evidente que una Constitución
excesivamente idearia y doctrinal resul-
tará muy poco normativa y programáti-
ca, con una peligrosa consecuencia
política: en razón de los elevados prin-
cipios e idearios constitucionales podrá
transgredirse cualquier procedimiento
institucional. El otro riesgo que corre
una Constitución excesivamente decla-
ratoria, sin las correspondientes media-
ciones institucionales en el sistema polí-
tico, será la necesidad de recurrir a las
mediaciones legislativas, como si éstas
pudieran sustituir aquellas o compensar
el déficit de institucionalidad. 

Dadas estas dos tendencias constitu-
cionales más o menos predominantes
cada una de ellas en todo proyecto de
Constitución, de acuerdo a la historia y
coyuntura políticas de cada sociedad,
sería necesaria “la búsqueda de conci-
liación entre el sistema tendencial está-
tico de sus normas originarias y las
orientaciones impresas por las direccio-
nes políticas, que los órganos constitu-
cionales formulan bajo el empuje diná-
mico de las fuerzas sociales” (ibid.). Es
evidente que una hipertrofia de las diná-
micas atribuidas a una Constitución
además de irreales y utópicas pueden
ser capitalizadas y utilizadas en benefi-
cio de un autoritarismo político, más o
menos justificado para explotar o llevar
a cabo las potencialidades depositadas
en la Constitución, legitimando así un
ejercicio excesivo del poder gobernan-
te. Como si los ambiciosos objetivos
cifrados en la Constitución sirvieran de
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soporte a una también ambiciosa políti-
ca gubernamental. 

De otro lado el constitucionalismo
en cuanto instrumento de gobierno con-
tribuye a debilitar y deslegitimar el prin-
cipal y más importante instrumento
gubernamental: el mismo Estado. Y en
este preciso sentido, al abolir las media-
ciones institucionales y estatales, el
mismo constitucionalismo responde a
una aparente paradoja, que sin embargo
se encuentra muy generalizada en la
opinión pública latinoamericana: las
preferencias por un autoritarismo demo-
crático o por democracias autoritarias,
que de alguna manera en parte legiti-
men la democracia y en parte se opon-
gan o resistan a las dominaciones neoli-
berales, que se han ejercido a través de
los mismos regímenes democráticos
durante las dos últimas décadas12.

Una de las formas que puede adop-
tar el autoritarismo democrático pro-
ducto de las nuevas reformas constitu-
cionales es la concentración y acumula-
ción de poderes en el Presidente con
detrimento de los otros poderes del
Estado. Más aún, el reforzamiento de los
poderes del Ejecutivo y en particular de
los personales poderes presidenciales
contribuye a una mayor fragilización de
las instituciones. Hay que reconocer, sin
embargo, que lejos de tratarse de un
fenómeno excepcional (exclusivamente
latinoamericano), responde más bien a
un proceso generalizado en todas las

democracias actuales, incluso las más
liberales (EEUU y GB) y republicanas
(Francia).Tal autoritarismo democrático
y presidencialista no sería más que la
manifestación política con la que, en
unos casos se expresan las fuerzas de
los mercados y los poderes económicos,
y en otros casos las resistencias a dichas
fuerzas y poderes de la dominación
capitalista y neoliberal. ¿Dónde está la
diferencia? Mientras que en los gobier-
nos y Ejecutivos neoliberales la concen-
tración y acumulación de poder se ejer-
cen en contra de los principios demo-
cráticos y de las mismas instituciones
públicas del Estado en beneficio de los
intereses y fuerzas del mercado y del
gran capital, por el contrario aquellos
gobiernos y Ejecutivos que pretenden
resistir a la dominación capitalista,
necesitan así mismo una excesiva con-
centración y acumulación de poder, no
sólo para resistir a los organismos nacio-
nales e internacionales del capital y del
mercado, sino también para llevar a
cabo políticas públicas, más sociales y
redistributivas. 

Lo que ha ocurrido de manera gene-
ralizada en las democracias actuales, es
que el constitucionalismo fundamenta-
do en el principio de la separación de
poderes y división de los órganos y fun-
ciones del Estado se ha convertido en
un serio impedimento para el ejercicio
político del gobierno (cualquier que sea
su perfil ideológico), ya que en parte le
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resta poder frente a las otras fuerzas y
poderes económicos, sobre todo frente
a los organismos internacionales, y en
parte tiende a frenar decisiones y actua-
ciones gubernamentales cada vez más
urgidas y apremiadas por las nuevas
temporalidades de la globalización y las
aceleraciones de la economía y la infor-
mática. Por eso, si el más fundamental
principio constitucional ha sido siempre
la limitación del gobierno por el dere-
cho, nada más obvio y comprensible
(no necesariamente justificable), que el
neo-constitucionalismo pretenda más
bien someter a los proyectos guberna-
mentales el mismo marco jurídico de la
Constitución. Lo cual explica también
que el nuevo autoritarismo democrático
trate de investirse y legitimarse constitu-
cionalmente. 

Y esto mismo también da cuenta de
ciertos abusos o manipulaciones consti-
tucionales, cuando se extrapolan ciertos
principios: por ejemplo, que el poder
constituyente sea superior al poder
legislativo, pues enmarca las competen-
cias jurídicas de este, no justifica que
aquel pueda ejercerse sobre éste. La
razón es obvia: mientras que la división
de poderes hace que las funciones de
estos se complementen y puedan supe-
ditarse entre sí de manera recíproca, la
separación de poderes impide que nin-
guno pueda ejercerse sobre los otros o
en detrimento de los específicos pode-
res respectivos. Sin embargo, hoy ya no

se puede plantear este género de con-
flicto político como una “pugna de
poderes”, pues lo que está en disputa es
una pugna de fuerzas e intereses econó-
micos, que se proyectan en el escenario
político13.

Según esto las actuales “pugnas de
poderes”, con la diversa morfología que
pueden adoptar, son el efecto de otras
fuerzas e intereses particularmente eco-
nómicos, que se ejercen sobre los orga-
nismos del Estado, los dividen y con-
frontan entre sí. Hay que tener en cuen-
ta, que la dominación e influencia neo-
liberales y de los sectores económicos
dominantes, nacionales e internaciona-
les, tienden a ejercerse de manera muy
efectiva no tanto a través de uno u otro
de los poderes del Estado, sino precisa-
mente en su separación, y en las divisio-
nes y pugnas entre el Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial. O considerado desde
otra perspectiva: es a través de la debili-
dad de los poderes democráticos, que
mejor se ha impuesto la dominación
neoliberal y las fuerzas del mercado14. 

Cuando desde hace una década ya
más del 52% de la opinión pública lati-
noamericana y en mayor porcentaje la
ecuatoriana, prefería cada vez más
gobiernos no democráticos pero que
“resuelvan los problemas económicos”,
es preciso deducir de esto dos conclu-
siones: que la democracia realmente
existente sólo beneficiaría a un porcen-
taje cada vez menor de la población, y
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que de los gobiernos autoritarios o “no-
democráticos” como de su resolución
de los problemas económicos se espera-
ría una reducción de las diferencias
económicas y las desigualdades socia-
les. ¿Será esto posible? ¿Qué garantiza
tal cambio?

En este contexto, las fuerzas sociales
y políticas, integrantes del movimiento
o movilización constitucionalista, que
no sólo dominaron mayoritariamente la
Asamblea Constituyente sino que ade-
más representan la plataforma del
actual gobierno y de sus futuras políti-
cas gubernamentales, dichas fuerzas
socio-políticas no se limitaron a pactar
un texto constitucional, cuando fácil-
mente pudieron imponer uno propio.
Las consecuencias son obvias: sin un tal
“compromiso constituyente, inevitable
si no se quiere arriesgar una imposición
unilateral y autoritaria de una constitu-
ción partidista” (de Vergottini, o.c., pg.
327s), tampoco se logrará un dispositivo
institucional, una organización del
Estado y del sistema político, capaces
de garantizar a actuaciones y realizacio-
nes sostenibles en el futuro, y que justo
por su origen comprometido tengan un
carácter polivalente, el cual se preste a
interpretaciones potencialmente diver-
sas o divergentes de las normativas for-
males de la Constitución. 

Como la correlación de fuerzas en
la Asamblea constituyente fue tan venta-
josa para elaborar una Constitución
totalmente progubernamental, mayor
fue el riesgo y la tentación de reprodu-
cir en la nueva Constitución una dicta-
dura de la mayoría, que tan rara había
sido regulando la acción parlamentaria
del Congreso. Y en este sentido siempre

cabe sospechar cuanto se quiere conse-
guir por vía constitucional, lo que nunca
se lograría por la vía parlamentaria.
Como la propuesta de Constitución fue
muy impuesta por las fuerzas dominan-
tes en la Asamblea y lo menos consen-
suada y pactada posible por todas ellas,
el resultado fue un mínimo de legitimi-
dad no tanto por falta de una minoría
sino por defectos de deliberaciones y
consensos producto de la diversidad.
Esto impedirá en el futuro disminuir la
distancia entre lo que se quiere y lo que
se puede obtener con la Constitución.
Puesto que las más tenaces limitaciones
a las propuestas constitucionales en la
actual coyuntura no proceden tanto de
las fuerzas opositoras sino de las reales
condiciones para su efectiva aplicación.

La política de cambio dictada por la
nueva Constitución se halla atravesada
por fuerzas que pretenden modificar las
reglas de la acción democrática, pero
que a la vez se encuentran sujetas al
imperativo de aplicar dichas reglas del
régimen democrático. Lo cual no deja
de provocar una cierta tensión política y
un problema de legitimidad. Ahora
bien, tanto al nivel mundial como a
escala nacional, los gobiernos que
intentan cambiar las reglas de los pro-
cedimientos democráticos enfrentan el
meta-poder de la economía, del capital
y del mercado, que no se ejerce ni por
procedimientos democráticos ni a través
de instituciones democráticas, pero sí
condicionando y hasta determinando su
ejercicio. A diferencia del poder políti-
co, gubernamental y estatal, “el poder
del neoliberalismo reposa sobre una
desigualdad radical en la medida que
unos pueden infringir las reglas, mien-
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tras que otros no tienen el derecho para
ello. La modificación de las reglas es y
sigue siendo el privilegio revolucionario
del capital. Todos los otros están conde-
nados a la observancia de las reglas”15.
Por consiguiente, cualquier modifica-
ción de las reglas de la acción política y
democrática por parte de las fuerzas
gobernantes aparece como una trasgre-
sión en contra de aquellas reglas e insti-
tuciones socio-políticas establecidas
por la sociedad de mercado. “El poder
efectivo de los Estados se encuentra
paralizado por la situación de bloqueo,
en la que han sido puestos por efecto
del neoliberalismo”; por efecto de lo
que Beck llama la “neoliberalización
del Estado”16. 

Finalmente la actual coyuntura
constitucionalista, lejos de ser producto
de un concertado acuerdo nacional de
todas las fuerzas sociales y políticas, ha
sido más bien resultado no sólo de la
derrota de la clase política sino también
de una profunda crispación y enfrenta-
miento entre poderes legislativos y
poderes ejecutivos. ¿Cómo, entonces, la
inminente aplicación constitucional
logrará tratar este fondo de crispación y
de conflictividad de origen, para que no
repercuta en sus resultados? Aunque el
mayor reto y peor dificultad del Ejecu-
tivo para gobernar de acuerdo a la
nueva Constitución quizás no procedan
tanto de las fuerzas de la oposición

cuanto de las distancias entre los idea-
rios y postulados constitucionales, las
mediaciones institucionales y las urgen-
cias gubernamentales de la real politik y
más aún de la economía real. En cual-
quier caso, la actual coyuntura constitu-
cionalista abre un abanico de posibili-
dades y alternativas, ninguna de las cua-
les son por sí mismas “buenas” o
“malas”, y ni siquiera una combinación
de ellas. El reto del Gobernante y de su
gobierno consistirá en hacer lo mejor
posible las opciones que emprenda, ya
que sólo por sus resultados y conse-
cuencias se podrá juzgar políticamente
para qué valía una nueva Constitución
más allá de su reforzamiento de los
poderes Presidenciales. 

El Constitucionalismo y el optimum de
poder gobernante

Los extraordinarios poderes atribui-
dos al Presidente por la nueva Constitu-
ción podrían justificarse por una situa-
ción muy cuestionable: en ausencia de
instituciones políticas y sociales capa-
ces de garantizar y mediatizar la aplica-
ción de las normativas constitucionales,
serían los poderes presidenciales los
encargados de asumir y desempeñar su
puesta en práctica. En otras palabras,
llevar a la práctica la nueva Constitu-
ción supone un extraordinario poder
del Ejecutivo con el consiguiente debi-
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litamiento de las instituciones democrá-
ticas. 

Siempre resultará difícil estimar el
optimun (y más aún el quantum) de
poder para garantizar un buen gobier-
no, cuando la calidad de un gobierno
democrático se mide por su estabilidad
y duración, sobre todo en un régimen
democrático, y también porque depen-
derá mucho de los gobernantes o tipo
de gobierno y de las circunstancias polí-
ticas, para establecer cuáles son los
umbrales de poder, dentro de los cuales
un gobierno podrá ejercerse en las
mejores condiciones. Es importante pre-
cisar que la estabilidad y duración son
criterios de calidad sólo de gobiernos
democráticos, regidos por los principios
de su reproducción electoral e institu-
cional, pero no de gobiernos dictatoria-
les o autoritarios, que se reproducen for-
zando o alterando (incluso constitucio-
nalmente) los principios de alternancia.
Las actuales democracias postdemocrá-
ticas, o democracias sin institucionali-
dad democrática, no impiden los cam-
bios y alternancias posible de gobierno,
pero tienden a eliminar las condiciones
para que tales cambios y alternancias
puedan tener lugar. 

Hay que tener en cuenta, que si de
un lado no es fácil gobernar bien, cuan-
do falta el poder requerido, y sus fuerzas
disponibles no alcanzan el umbral míni-
mo, por otro lado se volverá extremada-
mente peligroso que un gobierno dis-
ponga de un poder excesivo, que reba-
se el umbral de poder suficiente. Es
necesario reconocer, sin embargo, que
en todo sistema democrático las mismas
instituciones políticas son las encarga-
das de dotar y regular el quantum de
poder mínimo exigido, para que la

sociedad sea gobernable y el límite
máximo de poder disponible para que
el gobierno no se vuelva dictatorial o
despótico. Una Constitución que no
contemple estos umbrales del poder
gobernante o bien debilita la democra-
cia o bien la vuelve despótica.

Se trata de dos cuestiones casi de
manual político. En primer lugar, saber
siempre qué se puede ganar política-
mente con una derrota, y qué se puede
perder políticamente con una victoria;
ya que en política nunca las victorias y
las derrotas son completas y definitivas;
lo cual significa, a su vez, conocer todo
lo que se puede aprovechar de toda
derrota y calcular las pérdidas de una
victoria. En segundo lugar, es necesario
considerar que cuanto mayor es el
poder acumulado y disponible, más
difícil es gobernar dicho poder, siendo
muchas veces el excesivo poder, el que
se vuelve contra el mismo gobierno y lo
desgobierna (o “enloquece” al gober-
nante, como dice Maquiavelo). 

Nunca el ejercicio del poder ha
sido sinónimo de buen gobierno. Y no
cabe duda que los actuales regímenes
instalados en América Latina en su
reacción contra-neoliberal y movidos
por una fuerte y urgente voluntad de
cambios sociales, corren el serio riesgo
de confundir el hecho de gobernar con
el de ejercer el poder. Si bien la demo-
cracia es el régimen político, donde el
gobierno está más despojado de domi-
nación, no hay que excluir en las de-
mocracias actuales, lo que ya Tocque-
ville había intuido y pronosticado en la
“democracia americana”: un ejercicio
de dominación extremadamente eficaz
a través de las mismas instituciones
democráticas. 

ECUADOR DEBATE / TEMA CENTRAL 91



La Constitución de 1998 reforzó los
poderes presidenciales y del Ejecutivo a
costa de un debilitamiento y deslegiti-
mación de los poderes legislativos del
Congreso, todo ello en razón de una
mayor gobernabilidad. Las consecuen-
cias no pudieron ser más catastróficas
para los mismos Ejecutivos con un costo
institucional en apariencia muy paradó-
jico: el derrocamiento y caída de los
Presidentes sucesivos, los cuales no sólo
fueron derrocados por las movilizacio-
nes sociales en protesta contra ellos,
sino también cayeron por su propio
peso, ya que las mismas instituciones
democráticas fueron incapaces de pro-
tegerlos y sostenerlos en situaciones de
crisis.

De acuerdo a un principio funda-
mental republicano y democrático (que
además se remonta a la antigua Roma),
el poder constitucional, como todo
poder absoluto, precisamente porque
goza de facultades extraordinarias, se
encuentra sujeto a estrictas limitacio-
nes: a) su ejercicio en las tareas especí-
ficas para las que fue constituido; b) pla-
zos determinados en parte condiciona-
dos al cumplimiento de dichas tareas, y
no más allá de ellas; c) prohibición de
legislar, puesto que las leyes sólo pue-
den ser competencia de poderes ordina-
rios, y nunca producto de poderes
extraordinarios; d) prohibición de acce-
so directo e indirecto al erario o dinero
público. La transgresión de cualquiera
de estas limitaciones fundamentales
podría comprometer la futura legalidad
y legitimidad de los organismos de
poder y los gobiernos. 
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